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Panamá, l0 de .junio de 2024
Nota C-103-24

Honorable
Carlos Ayala Montero
Magistrado del Tribunal Administrativo
de la Función Pública
Ciudad.

Ref.: Funcionamiento legal del Tribunal Administralivo de la Función Pública.

Magistrado Ayala:

Atendiendo la atribución constitucional consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la
Constitución Política de la República y lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley No.38
de 3l de julio de 2000, "Que aprueba el Estotuto Orgánico de lo Procuraduría tle la
Adminislración, regula el Procetlimienfo Adminis¡rativt¡ General y dicta disposiciones
especiales", se da respuesta a su nota de 22 de mayo de 2024, mediante la cual eleva consulta a
este Despacho, en el siguiente tenor:

Esta Procuraduría, en una correcta hermenéuticaj urídica, considera q¡e no es iurídicumqnte viable
el desarrollo de las f'unciones descritas en la Ley, por parte del Tribunal Administrativo de la
Función Pública. co
componer el mismo,

n sólo la participación de dos (2) de los tres (3) Magistrados que deben
en virtud de lo dispuesto en el articulo 4l del Texto Unico de la Lev No.9 de

1994. v los artículos 31 v 32 de la Lev No.23 de 2017, "Oue relbrma la Lcv 9 de 1991, que

\- ¡ú

establece v retlulo la Catera Adminisfrutiva, v se diclu olrus disposiciones".

Es importante en primera instancia indicar, que la respuesta brindada a través de la presente
consulta, no constituyen un pronunciamiento de fondo, o un criterio legal concluyente. que
determine una posición vinculante, en cuanto a lo consultado.

Sustento urídico de la Proc raduría de la Administraciónu

I. Del principio de legalidad.

El principio jurídico de legalidad, implica la aplicación de limites a los poderes del Estado, al
sustentar que tales poderes, deben ejercerse en estricto cumplimiento de lo permitido en el derecho
positivo.

" ¿Puede el Tribunal Administrativo de la Función Pública activarse y
desarrollar sus funciones descrita\ en la Ley con solo la partícipución de dos
de los tres magistrados que lo componen?

a
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Dicho principio de legalidad, está contemplado en el artículo l8 de la Constitución Política de la
República de Panamá, y en el articulo 34 de la Ley No.38 de 3l de julio de 2000..'eue aprueba
el Estatuto orgánico de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento
Administrativo General y dicta disposiciones especiales", que a la letra enuncian:

"Arlículo 18. Los particulares sokt s<tn responsables dnte las uutoridades por
infrucción de Ia Constitución o de lu Ley.

Los seryidores públicos Io son por esas mismas causas y también por
extralimitación de funciones o por omisión en el ejercicio de éstas."

"Alículo 34. Las actuaciones administrutiyds en lodas las entidades públicas
se eJbcluarón con arreglo a normas de informalidad, imparcialidad,
unifurmidad, economía, celeridad y eficacia, garantizando la realización
oporluna de la función administrativa, sin menoscabo del debido pxtceso
legal, con objetividad y con apego al pfincipio de estñcto
(Lo resaltado es del Despacho)

Este principio de derecho público constituye el fundamenlo en virtud del cual todos tos actos
administrativos deben estar sometidos a las leyes, conforme al cual todo ejercicio de un poder
público debe realizarse acorde a Ia ley vigente y su jurisprudencia; en otras palabras, el servidor
público sólo puede hacer lo que la ley le permitar.

En adición a lo anterior, debe manifestarse que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo
y Laboral de [a Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 8 de julio de 2009. ante consulta
contencioso administrativa de interpretación prejudicial (Exp.l1 -2007), ha exteriorizado que el
principio de legalidad no solo involucra un estricto apego al contenido literal del precepto jurídico.
sino que entrevé la posibilidad de atender al sistema jurídico, en interés de la protección de los
derechos fundamentales de los administrados, tal cual se razona a continuación:

"Planteado en nuestro argot colidiuno, lo que se busca con la consideración
del principio de legalidad es, por unu parte, que esenciuhnente las entidades
estalales o de Derecho Público, cumplun sus roles en estriclo apego u las
disposiciones leq¡ales vigentes ul tiempo en que se encuenten en la necesidad
de proferir un aclo, yu sea, administativo ojudicial, per<t que si en dado caso
ru¡ lo hicieren en ese estriclo derecho debido, al menos sea de Ia mane¡a mds
ventajosa o menos lesiva posible para el administrado, siempre que este
úhimo hubiere actuado de buena.fe y; por la otra, que al actuorse en calidad
de odminislrado¡es de la cosa pública y de su recu¡so humano o comr¡
administradores de justicia, se procure resguardar al mdximo posible el
derccho que tienen, tanlo los funcionarios públicos, como kts usuarios del
sislema, eslo es, a la tutela judkial efecliva de sus derechos."
(Lo resaltado es del Despacho).

t " --- se puede concluir que la finolidad del principio de estricta legalidad, es garantiiqr que lu actuución de las
autoridudes públicas sc sujele a un conjunto de reglas y normas previamenle establecidqs, de formq tql que se eyite
todd qrbitrqr¡edq.l o abuso de poder que pueda afectar a los aduinistrqdos". Sentencia de 24 de septiembre de 2020
de la Sala Tercera de lo Contencioso Administratívo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia de panamá.
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Se desprende asi, con meridana claridad, que los actos administrativos que en el ejercicio de sus
l'unciones, emitan los servidores públicos, deben limitarse a lo permitido por Ia ley y, en estricto
cumplimiento del mandato constitucional; tal comportamiento, revestirá y asegurará que el acto
emitido se presuma igualmente legal.

lI. De la Buena Administración Pública.

El Preámbulo de la Constitución Politica de Panamá, consagra el interés supremo de "garuntizar
la libertad. aseguror la democracia y la estabilidad inslitucional, exaltar la tlignidatl humuna.
promover la justicia social, el bienestar general y la integración regional", al cual el Pleno de la
Corte Suprema de Justicia instala como "ese hilo conductor que armoniza, confiriéndole sentitlo
inlegre , razonable y sólido en conjunlo al texto constitucional. De no ¡omorse en cuento astas
directrices del preámbulo constitucional, el control constifucional... devendría en utópico e
inconsistente, -pues no se podría garantizar la verdadera vigencio y supremacíu de la
('onstituci<ín"2.

Las instrucciones emanadas del preámbulo, aunadas a los articulos constitucionales, tales como 32
(principio de debido proceso),41 (derecho de petición) y 43 (derecho de acceso a la infbrmación
pública). entre otros, entrañan Ia existencia del derecho lundamental a la buena administración
pl$Usa, cuya noción, si bien no está expresamente definida en el ordenamiento jurídico,
dificultando con ello su conceptualización, sí ha sido contemplada en fallos de la Corte Suprema
de Justicia3, aparte de haber incursionado en el debate intemacional respecto a su calidad de
derecho humano.

En el ámbito supranacional, se encuentra que la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión
Europeaa. en su artículo 41, desarrolla la buena administración púbtica, en los siguienles términos:

"Aflculo 11. Derecho a una buena administracíón
l. Toda persona tiene de¡echo a que las instituciones y órganos de la

Unión trulen sus asuntos imparcial ! equitativamente y dentro de un
plazo razonable.

2. Esle derecho incluye en particular:
- el derecho de toda persona a ser olda antes de que se lome ¿n

conlra suya una medida individual que le afecte
desfavorablemente,

- el derecho de ktda persona a acceder al expediente que le afecte,
dentro del respeto de los intereses legítimos de la
confidencialidad y del secreto profesional y comercial,

- la obligación que incumbe a la administración de motiya¡ sus
decisiones."

(Lo resaltado es del Despacho)

I Sentencia de I I de agosto de 2014 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia de Panamá, ante acción de
inconstitucionalidad (Exp. 377- I 3).
¡ Sentencia de 2 I de enero de 201 5 de la Sala Tercera de lo Contencioso Adminislrativo y Laboral de Ia Cone Suprema
de Justicia de Panamá, íiente a acción contencioso administrativa de plena jurisdicción (exp. 199- I I ).¡ https ://eur-lex.europa.eu./legal-conlent/ES/TXT/?uri=cele x%3 A l 20 l 6p%2FT XT
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En tanto que la Carta Iberoamericana de los Derechos y Deberes del Ciudadano, con relación a la
Administración Pública de 20135, en el punto 25 del Capítulo Tercero " El Derecho Furulamental
a lo Buena Administroción Pública y sus Derechos Derivados", expone el derecho a la buena
administración del Estado, así:

"25. Los ciudadanos son tilulares del derecho funddmentol a la buenu
,ldministrución Pública, que consisle en que los asunfos de naluraleza
públiu sean lrulados con equidtd, justicio, objetiv lad, impucialidad,
siendo resueltos en plazo rizonable al servickt de la dignidad humana.

(Lo resaltado es del Despacho)

La Organización de las Naciones Unidas (ONU). en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible6,
adoptada por Panamá mediante el Decreto Ejecutivo No.393 de 20157, en el ODS 16 " Paz. .just iciu
a inslitucione.s sóliclas" , del Eje 4 " Una sociedad basada en derechos y segura". entre las líneas de
acción prioritarias para la cooperación8, dispone las seguidamente señaladas:
o Promover el Estado de Derecho v garantizar el acceso a la usticia oara todas las Dersonas
o Garantizar la transparencia y la responsabilidad del servicio público en las instituciones.

Por su parte, el jurista español Jaime Rodriguez-Arana, en tomo al derecho a la buena
administración pública, establece que:

"La buenu Administracitin pública es un derecho de los ciudadanos, nada
menot que un derecho fundamentol y, lambién, un principio de actuución
odminisüaliva. Los ciudadanos tienen derecho a exigir determinudos
palrones o estándares en el funcbnamienb de la Administración. Y la
Adminístración está obligqda, en tod<t democracia, a distinguirse en su
acluación cotidiqna por su servicio objelivo al inlerés general.

Una buena Administración pública es aquella que cumple con lasfunciones
qae le son propias en democrucia. Es decir, una Administru:ión públicu que
sirue objelivamente a la ciudadanía, que reuliza su lrabujo con racionalidad,
juslücarulo sus octaaciones y que se orienta continuamente al inleús
general. Un inlerés generul que en el Eslado social y democrático de Derecho
reside en lu mejora permunentc e integrul de lus coruliciones de vida de las
personas.

shnps://cfad.org/wp-content/uploads/2020/O'l /Cana-lbercamericana-de-los-Derechos-y-Deberes-del-Ciudadano-en-
Relac ion-con-la-Adm inistracion-Publica- I 0-20 I 3.pdf
o Aprobada el 25 de septiembre de 2015, por la Asamblea Ceneral de la Organización de las Nacional Unidas.7 Decreto Ejecutivo No.393 de 2ol5. "Que adopra los objetivos de Disatrc-,llo sostenible (oDS) ), dictu ,tros
disposiciones". Publicadoen laCaceta Oficial No.2jBjO-B de l7 de septiembre de 2015.
8 Plan Nacional de Cooperación de la República de Panamá, del Ministirio de Relaciones Exteriores. Recuperable en
https://mire.gob.pa,/images/PDF/PlanTo20Nacional%20Cooperacion%20M lRE.pdf
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Ni que decir tiene que Ia Administración pública podrá cumplir cabulmente
lus funciones que le son propius en democracia si las personas que en ella
Iaboran lo huc'en desde el compromiso al servici<t objetivo ul inlerés general.,/)
(Lo resaltado es del Despacho)

visto lo anterior, puede establecerse que la buena administración pública es un derecho
fundamental de los individuos, que comDromele al Estado. v a los servidores oúblicos. a reorientar
las oolíticas Dúblicas. incl u\ endo su eslructura izativa v fun dcscm o susorgaÍt cional
lunc iones baio oarámctros de res sabilidad ob iel i dad leualidad ublicidadvtvl -n lt-rcnc r

entre ot en aras del resDeto v cumDlimiento de os derechos v sarantias ciudadanas.

III. De la Toma de Posesión del Cargo.

EI Código Administrativolo, en cuanto a la toma de posesión del cargo de los servidores públicos,
estipula en sus artículos 771 y 772,1o siguiente:

"Arlículo 771. Ningún .funcionario público entrará a ejercer su curgo sin
preslst jurumento de sostener y defender lu Constilución y de cumplir con los
deberes que le incumban. Eslo se llama posesión, del empleo o bien, tomur
posesión de é1.

Eljuramento se prestará por regla general de esla manera: pueslos de pies y
descubierlos todos los que estén presentes, el que exige el juramento
preguntará al que lo presta: "¿Jura usted por Dios Todopoderoso y promele
solemnemente a la Patria cumplir la Constitución y las leyes y llenar
fielmenle a su leal saber y entendü lasfunciones de sa empleo?,.
EI que preste juramento debe responder: "Sí lo juró"; y el primero replicará
"Sí así Io hiciere Dios y la Patria se lo premien; y si no EI y Ellu se lo
demanden"."
(Lo resaltado es del Despacho).

"Attículo 772. El acto de entrar a servir un destino púbtico la persona
nombrada para seryirlo, consis¡e en el hecho de tomar posesión.,,

De la norma ut suprd, se desprende con meridiana claridad que ninguna persona puede ejercer un
cargo público sin haber prestado juramento, esto es sin haber tomado posesión del cargo, y que
dicho juramento comprende la obligación de "cumplir con los cleberes que le incumbun,.

Ello permite colegir que, en atención al orincipio de estricta lecalidad. ninsuna Dersona ouede
asumir un carqo en la admini stración pública. sin haber sido nrevlamente nombrado y tomado
oosesi(rn deI mismo. lueso de lo cual, es decir una vez uramentado. todo serv idor Dúblicorr está
oblisado a iniciar el eiercicio de las funciones asicnadas al carf¡o.

e Rodríguez-Arana, laime, "La buena a¡lministración como pr¡ncipio y ctno derecho .fundomental en Europa,,.
Revista Misión Juridica. Vol. 6 - Núm. 6. Julio - Diciembré de 2013. págs. il u so. Recuperado de
h-ttps://www.revistamisionjuridica.cor/wp-contenluploads /2020/Og /artl -2.pdf
¡o Ley No.f de 22 de agosto de 1916,"Por lo cuul ie aprueba el Código idninistrativo", publicado en las Gacetas
Ollciales No.2404 de 22 de agosto de t916y No.24 t 8 de 7 de septiembie de 19 t6.
'r Cfi. numeral 44 del arrículo 2 del Texto único de la Lev No.9 áe 1994.
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Es pertinente comentar la diferencia existente entre nombramiento y toma de posesión. En tal
sentido, e[ jurista español Enrique serrano Guiradol2 sostiene que "...e1 acto de nombramiento
puede ser considerado como un acto especiol, uno manifestación de voluntacl que tiene por
.finalidad y efecto jurídico investir a una persona una función pública...", refiriéndolo también
como un "...aclo administrativo unilateral, perfecto, emanado de la autoridatl pura aplicar a un
individuo determinudo estaluto legal o reglamentario: la aceptación por el deslinaturio le olorga
sólo eficucia..."; por otro lado advierte que: "si el nombramiento constituye un dclo adminisrrulivo
perficttt, requiere, como condición de eJicacia, la aceptación de particular y destinotario del
mismo. Por ello, lo indebida toma de posesión (álto de título adninistrativo) no produce efeclo...
el nombrumienlo se esl¡ma perÍ¿ccionado y consolidado a lodos los efectos mediante la tomu de
posesión".

De igual manera, la Ley No.4l8 de 29 de diciembre de 2023,',eue dicta el Presupuestu General
del Estado pora la vigencia fiscal de 2021", publicada en la Gaceta oficial No.29940-B de 29 de
diciembre de 2023, en su articulo 286, establece:

"Artículo 286. Prohibicún de ejercer un cargo antes de la toma de pos¿sión.
Ninguna persona entrard a ejercer cargo públic| de carácter pemunente,
probalorio o lransitorio, sin que antes hubiera tomado posesión del cargo,
previa autorización del nombramiento mediunte el clecreto o resuel¡o de
personal correspondienle, y solo tendrá vigencia/iscal con posterioridad a lu
Jbcha de la toma de posesión.

(Lo resaltado es del Despacho).

Se observa que el afículo 286 ibídem, en armonia con las normas del Código Administrativo,
contiene la prohibición de ejercer un cargo antes de la toma de posesión, lo cual realirma la
neccsl dad de comoarecer ante la autoridad nomina dora star el debido iuram cnto de curnplir

n los deberes inhe ntcs al uesto bti

Por su parte, el articulo 275 del Decreto Ejecutivo No.222 de l2 de septiembre de 1997."por el
cual se reglamenta la Ley No.9 de 20 de junio de t991, que establece y regula la carrera
Administrativa", publicado en la Gaceta oficial N o.23379 de I 7 de septiembre de | 997, indica que
"anles de iniciar labores el candidalo seleccionado, debera tomar posesión del cargo u través de
la./irma del acta de toma de posesión respectiva, que .formalizará su nombrumiento en uno
inslitución del Estado" .

IV. Del Tribunal Administrativo de la Función Pública.

El articulo 34 del rexto Únicors de la Ley No.9 de 20 dejunio de 1994, "por la cual se establece
y regula la carrera Administrativa", publicada en la Gaceta oficial No.22562 de 2l de junio de
1994. crea el rribunal Administrativo de la Función pública como ,'ente independienle,
especializado e imparcial. con juristlicción en to¡la lo República", con las funciones establecidas
en el artículo 36, a saber:

¡2 El Nombramiento y la Toma de Posesión de los Funcionarios Públicos, Revista de Admin¡stración pública Núm.12,
Págs. l6l - 184. https://dialner.unirioja.es/servlelaticulo?codiso=2 I I I 9S0
rr Publicado en la Caceta Oficial N o.28-729 de I I de marzo de 2019.
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"A¡tículo 36. El Tribunal Administrativo de la Función Pública tendrá
compelencia pala conocer de las apelaciones contra acciones de recursos
humanos dirigidas contra sery¡dores públicos permanenles, perlenezcan o no
a una de las carreras públicas reconocidas en la Constitución política o la
ley, y, en especial, para:

l. Conocer y resolver las apelaciones contra las resoluciones que
di s pongan de s I i t uc i o ne s.

2. Ordenar reinlegro o pago de indemnizaciones en caso de fallo
.favorable al senidor público estableciendo el término para ello.

3. Ordenar el pago de salarios caídos, en los cusos que cotesponda.,,

El a¡tícuto 35 ibídem señala que el Tribunal Administrativo de la Función Pública estará integrado
por tres magistrados, con sus suplentes, designados por un período de cinco años, que sólo podrifui
ser suspendidos, separados o destituidos por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en razón de
las siguientes causas contenidas en el articulo 39 ídem:

"A ículo 39. Los magistrados clel Tribunal Administrativo d¿ la Función
Públicu solo podrán ser swpendidos, separados o <lestituidos por el Pleno de
lo Corle Suprema de Juslicia, por cualquiera de las causas siguientes:

L Incumplimiento de los deberes y obligaciones establecidos en la
presenle Lqt.

2. Mora o negligencia en el cunplimienlo de sus deberes.
3. lncapacídad menta| para desempeñar el cargo, declaradu por un

médico.
1- Haber sido condenado pr delito doloso mediante senlencia

ejecutoriada o faltas al Código <te Ética Profesional tlet Abogado."
(Lo resaltado es del Despacho).

Se entiende así que, una vez tomada la posesión del puesto público, con sujuramentación de rigor,
los Maui os están obl s de cumolir con las funciones orooias del carqo. entre ellas las de

urar usticia administrativ
conllevar a un potencial proceso

en el entendido que la no realización de las mismas, podría
de suspensión, separación o destitución del cargo.

Ente Nominador Período Inicial

cabe agregar que, atendiendo el artículo 30 de ta Ley No.23 de 12 de mayo d e2017,',eue re./itrmo
lo Ley 9 de 1991. que establece y regula la Carrera Administrativa, y dicta otras tlisp¡,;íc.ione.r",
publicada en la Gaceta oficial No.28277-B de l2 de mayo de 201l.,los nombramienlos de los
miembros iniciales ser¡in pam períodos especiales escalonados, así:

ecul¡vo
Asamblea Nacional

u Siete años

Cinco años
Organizaciones sindicales: Consejo Nacional de
I'rabajadores Organizados y Conlederación
Nacional de Unidad Sindical Independiente

Tres años
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A ta l'echa, de conformidad con lo anterior, ha¡r tomado posesión del cargo el Magistrado Carlos
Rogelio Ayala Montero, por un período de tres años, contados a partir del l5 de mayo de 2024,
y [a Magistrada Nelly Edith González Hernández, por un período de cinco años, contados a partir
del 3 de junio de 2024, outcnes tienen el deber e ercer la buena administración oública v dar
cumplimiento a sus puestos públicos; no obstante. falta la designación, por concurso, del Órgano
Ejecutivo, para completar el número de magistrados que integran este Tribunal Administrativo (3).

Es en virtud de ello que este Despacho estima obligante, remitirse al artículo 4l del Texto Unico
de la Ley No.9 de 1994, el cual se cita a continuación:

"A lculo 41. Una vez constituido el Tribunal Administratiyo de la Función
Pública, este elegirá en Sala de Acuerdos y por mayoría de votos un
prcsidente, un viceptesidente y un vocal.

Cada dos años habrá una nueya elección para elegir estos treü cqrgos
direclivos."
(Lo resaltado es del Despacho).

En el articulo 4l ut supra, se establece la obligación de elegir, en sala de Acuerdos por movoría,
una directiva para el funcionamiento del Tribunal Administrativo de [a Función Pública,
compuesta por "un presidenle, un vicepresidenÍe y un vocal", con lo que se evidencia en forma
palmaria, la obligatoriedad de investir al último integrante (Magistrado), para poder designar [os
dignatarios exigidos en la normajurídica.

que se dictan las decisiones administrativas (nombramientos, reglamentos. manuales. etc) y
lunsdiccio nales (resoluciones) tribunal de iusticia adm inistrativa entendiendo oue. Darade este
desarrollar sus luncion es, la Institución req uiere desisnar al Mauistrado Presidentc. quien eiercerá
la ren resentación lesal de la misma. oara todos los efectos.

En otro aspecto, los artículos 3l y 32 de la Ley No.23 de 2017 estipulan que la Junta de Apelación
C iliación de C Administrativ o a toridades administrati SCr corres nd

mantendrán la comDetencia de los esos de aoelación contra destituciones. hasta tanto tomen

"A ículo 31. Todos los procesos sometidos a conside¡uc Jn de la lunta de
Apelacüin y Conciliación de Carrera Administrativa seguitán t¡amildndose
en ella hasta que tomen por;esión los magistrados del Tribunat
Adminislrulivo de lu Función Pública. Las apelaciones en trámite contru
destituciones de otros seryidores públicos somel¡das q consideración de las
correspt»tdientes auk¡ridades administrativas, incluyendo las juntds
¿lirectiyas de lus ins¡ituciones descentralizadas, seguirán trqmitándose ante
elkts hastu que inicien.funciones los magístrados del Tribunel Administratiyo
dc lu Función Pública".

"Atlículo 32. A partir de Ia constilución del Tribunal Administrativo de la
Función Pública, la competencia de la Junta de Apelación y Conciliación de
la Carrera Administrativa, relativa a Ia apelación de las destiluciones de bs

Ahora bien, debe tenerse en cuenta que. como ente colegiado. es a través de Acuerdos del Pleno.

posesión los Masistrados de la Función Pública, así:
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servidores de Carrera Administrativa, corresponderán al Tribunal
Administrativo de la Función Pública".
(Lo resaltado es del Despacho).

Leído y analizado el tema objeto de la presente consulta, esta procuraduría conclu ye que no es
iurídicamente viable el desarrollo de las funciones descritas en la Ley por parte del Tribunal
Administrati vo de la Función Pública, con sólo la participación de dos (2) de los tres (3)
magistrados que lo componen, gn virtud de lo dispuesto en el articulo 4l del Texlo Unico de la
Lev No.9 de 1994 v los culos3l v32 de la Lev No.23 de 2017."Oue reforma la Ley 9 de 1991,

De esta manera damos respuesta a su solicitud, reiterando que la opinión aqui vertida, no constituye
un pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en
cuanto a lo consultado.

Atentamente.

que estublece y regula la L'arrera Adminis¡rativa. y se dicta olras disoos tcnnes

b Con Mon n
Procurador de la Admini lon

RGM/drc
c-091-24
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